


PROYECTO DE LEY

Artículo 1: Incorpórese como artículo 29 bis de la ley 2.451 el siguiente texto: 

"Artículo 29 bis. Garantía de la Doble Instancia. Se debe asegurar a toda persona sometida a proceso, la posibilidad de interponer un recurso directo contra las resoluciones sobre su culpabilidad y sobre la determinación de la sanción aplicable. También se debe garantizar este derecho contra toda resolución que ordene la restricción provisional de un derecho fundamental".  

Artículo 2: Modifícase el artículo 40 de la ley 2.451, el que quedará redactado de la siguiente manera: 

"Artículo 40. Asesor Tutelar. Deberá intervenir en los procesos penales por delitos en los cuales resulta imputado / a, víctima o testigo una persona menor de dieciocho (18) años de edad. Éste deberá velar por el efectivo ejercicio de los derechos y garantías que asisten a la persona menor de dieciocho años. El cumplimiento de los dieciocho (18) años de edad por el / la imputada / o durante la tramitación del proceso no genera el cese de la obligación de intervenir de la Asesoría General Tutelar".

Artículo 3: Incorpórese como artículo 40 bis de la ley 2.451 el siguiente texto:

"Artículo 40 bis. Consejo de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes. Deberá intervenir en los procesos penales por delitos en los cuales resulta imputado / a, víctima o testigo una persona menor de dieciocho (18) años de edad. Este organismo debe velar por la protección integral de los derechos de las personas menores de dieciocho años. El cumplimiento de los dieciocho (18) años de edad por el / la imputada durante la tramitación del proceso no genera el cese de la obligación de intervenir del Consejo de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes". 

Artículo 4: Modifícase el artículo 44 de la ley 2.451, el que quedará redactado de la siguiente manera: 

"Artículo 44. Acreditación de la Edad. Se acredita la edad por presentación de la partida de nacimiento, del Documento Nacional de Identidad, cualquier otra forma judicial o administrativa fehaciente en la cual consten los datos fíliatorios de la persona menor de dieciocho (18) años de edad, y los de sus padres, tutores o responsables. Si no existe otra forma de acreditarla, se realizarán las pericias necesarias por funcionarios/as del servicio público designados/as a tal efecto, las cuales tienen un plazo improrrogable de seis (6) a partir del momento en que se produce la detención".

Artículo 5: Modifícase el artículo 47 de la ley 2.451, el que quedará redactado de la siguiente manera: 

"Artículo 47. Duración. La investigación preparatoria deberá concluir dentro del término de noventa (90) días corridos a partir de la intimación del hecho al/la imputado/a. Si ese término resultare insuficiente, el/la Fiscal Penal Juvenil deberá solicitar prórroga al/la Juez/a Penal Juvenil, quien podrá acordarla hasta por sesenta (60) días corridos más, según las causas de la demora y la naturaleza de la investigación.
En caso de flagrancia el plazo de la investigación preparatoria será reducido a quince (15) días corridos, prorrogables hasta por quince (15) días corridos más en los mismos términos que en el párrafo anterior.

Si hubiere más de un/a (1) imputado/a el término correrá independientemente para cada uno de ellos”.

El/la imputado/a podrá cuestionar las prórrogas ante el/la Juez/a, solicitando que se fije un plazo razonable para que se clausure la investigación preparatoria, que no podrá exceder los previstos precedentemente".

Artículo 6: De forma.
FUNDAMENTOS

Señora Presidente: 


El objeto de este proyecto de ley es realizar diversas modificaciones en la ley 2.451 que establece el Régimen Procesal Juvenil de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Los cambios que propongo tienen en vista la observancia de todas las garantías sustantivas y procesales contenidas en la Constitución Nacional, en la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en la Convención sobre los Derechos del Niño, y demás tratados internacionales que, sin excepción, deben ser observados en la totalidad de los procesos juveniles en los que es imputado una persona menor de 18 años. 



A modo introductorio y para situarnos en la temática que se pretende abordar a través del presente proyecto de ley, es dable recordar que la Convención Sobre los Derechos del Niño fue el instrumento legal pionero que modificó el paradigma respecto al reconocimiento expreso de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, quienes a partir de su sanción pasaron a ser considerados sujetos de derechos plenos en contraposición a la postura tradicional que los consideraba incapaces de contraer obligaciones y adquirir derechos.



A partir de la sanción de la Convención - adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en Nueva York el 20 de noviembre de 1989, y ratificada por la República Argentina, a través de la sanción de la ley 23.849, de fecha 27 de septiembre de 1990 - los Estados partes se comprometieron a respetar diversos derechos enunciados en la misma, entre los que se encuentran los derechos a la vida, a la libertad de expresión, de pensamiento, de opinión, de asociación, a la salud, a la seguridad social y al desarrollo físico, entre otros. 



La ratificación de la Convención de los Derechos del Niño por parte de nuestro país también significó un cambio radical del ordenamiento normativo vigente hasta ese momento en lo que respecta a las normas de capacidad aplicable a los niños, niñas y adolescentes. Esta coyuntura generó la sanción de diversas normas a nivel nacional afines a los derechos y garantías prescriptas en la Convención.


            En el mismo sentido, la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires en su artículo 40 también adoptó el paradigma establecido por la Convención al reconocer a los niños, niñas y adolescentes como sujetos activos de derechos, garantizarles su protección integral y establecer que deben ser escuchados, informados y consultados.   



Más de una década después de la Autonomía de la CABA se sancionó el Código Procesal Penal Juvenil - ley 2.451 -, que establece un régimen procedimental para los jóvenes y adolescentes acusados de haber cometido un ilícito penal, circunstancia que significó un notorio y celebrado quiebre con el antiguo modelo tutelar establecido en la normativa nacional y aplicable a los niños, niñas y adolescentes de nuestra ciudad. 



De esta manera, el Poder Legislativo de la Ciudad avanzó en una temática que, pese a estar regulada por normativa de carácter constitucional y supra constitucional desde hacía ya varios años, no se encontraba normada a nivel local, lo que generaba un vacío legal que menoscababa notoriamente los derechos de la personas menores de edad. 



En este sentido, tras la sanción de la ley 2.451,  la Ciudad Autónoma de Buenos Aires adecuó su legislación aplicable al proceso penal para personas menores de edad a la Convención sobre los Derechos del Niño y los tratados internacionales específicos en la materia, tales como las Reglas de las Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de Libertad, las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores y las Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia Juvenil.       



En lo que respecta a la temática que nos ocupa, cabe destacar que el artículo 40 de la Convención sobre los Derechos del Niño prescribe que los Estados Partes reconocen el derecho de todo niño acusado de haber infringido la ley penal a ser tratado de manera acorde con el fomento de su sentido de la dignidad y el valor, que fortalezca el respeto del niño por los derechos humanos y las libertades fundamentales de los terceros y en la que se tengan en cuenta la edad del niño y la importancia de promover su reintegración. También se determina que se debe garantizar, como mínimo, a todo niño acusado de haber infringido leyes penales la presunción de inocencia hasta que no se pruebe su culpabilidad; que sea informado de los cargos que pesan contra él; el derecho a tener asistencia jurídica; que la causa sea dirimida sin demora por un órgano judicial competente, independiente e imparcial; que no sea obligado a prestar testimonio o a declarar contra sí mismo; el derecho a la doble instancia; y a que se respete plenamente su vida privada en todas las fases del procedimiento. 


Por lo expuesto, y tal como se señalara precedentemente, no puede sino celebrarse la sanción de la ley 2.451 y el establecimiento de un régimen procesal penal moderno y garantista para personas menores de edad. 

           En consecuencia, es objeto del presente proyecto de ley establecer modificaciones en el Código Procesal Penal Juvenil a los fines de ampliar los derechos y garantías de las personas menores de edad sometidas a causas penales de conformidad con la normativa vigente tanto en la Ciudad, como en los diferentes tratados que regulan la temática. 



A través del presente proyecto, entonces, se propone enunciar taxativamente entre las garantías enumeradas la de la doble instancia; establecer que la intervención del Asesor General Tutelar no cese cuando el acusado cumpla los 18 años; determinar la intervención del Consejo sobre los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes; y la aplicación del principio de celeridad al modificar el parámetro para contar el plazo de acreditación de la edad del acusado mediante pericia médica, y variar también el plazo de la investigación preparatoria.   

- Garantía de la Doble Instancia: sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo de ley 2.451, se propone agregar en su Título II  denominado “Principios y Garantías Procesales” la garantía de la doble instancia a través de la cual se asegura a toda persona sometida a proceso la posibilidad de interponer un recurso directo contra las resoluciones sobre su culpabilidad y sobre la determinación de la sanción aplicable.



Considero que de esta manera se refuerza la aludida garantía, establecida en la Convención Sobre los Derechos del Niño, que en su artículo 40 2) b) v) determina que “si se considerare (que el niño) ha infringido, en efecto, las leyes penales, esta decisión y toda media impuesta a consecuencia de ella, serán sometidas a una autoridad u órgano judicial superior competente, independiente e imparcial, conforme a la ley”. 
- Ampliación de la Intervención del Asesor General Tutelar: también planteamos que la intervención del Asesor General Tutelar se extienda a aquellos casos en que sea imputado una persona que ya haya cumplido los 18 años pero que tuviera una edad menor cuando se hubiere cometido el delito. 



En este punto, es dable recordar que el artículo 7 de la ley 2.451 establece el principio de competencia en razón de la persona, a través del cual se determina que el cumplimiento de los 18 años de edad por el / la imputado / a durante la tramitación del proceso no genera la incompetencia del Juzgado o Tribunal  ya que la competencia en razón de la persona está determinada por la edad del sujeto en el momento que ha sucedido el hecho que se le imputa. Por ello, el proceso continúa aunque el imputado haya cumplido los 18 años. 



En el mismo sentido, el artículo 40 de la ley 2.451 establece la obligatoriedad de la intervención del Asesor General Tutelar en los procesos penales por delitos en los que resulta imputado, víctima o testigo una persona menor de 18 años de edad, quién debe velar por el efectivo ejercicio de los derechos y garantías de este. 



A partir de lo establecido por el artículo 40 se planteó la discusión – que incluso llegó a suscitar pronunciamientos por parte del Tribunal Superior de Justicia que son contrarios a la propuesta del presente proyecto -  respecto a si el Asesor General Tutelar debe intervenir en aquellos casos en los cuales el imputado haya cumplido los 18 años durante el transcurso del proceso. 


 
Cabe recordar que la función de la Asesoría General Tutelar consiste en promover la justa aplicación de la ley, la legalidad de los procedimientos y el respeto, la protección y la satisfacción de los derechos y garantías de las niñas, niños y adolescentes, por lo que su labor es de vital importancia en aquellos procesos penales por delitos en los que resulta imputado, víctima o testigo una persona menor de 18 años de edad. 



Por otra parte, no resulta conveniente que el Asesor Tutelar, uno de los actores procesales especializados, deje de intervenir en el proceso penal juvenil al momento en que el o la joven alcance los dieciocho años. Ello en tanto su participación resulta idónea desde el inicio de dicho proceso —con la constatación de la existencia de una persona menor de dieciocho años de edad al momento de la comisión del hecho—  hasta que finaliza —con una sentencia definitiva—, por su capacidad para abordar y actuar en función de las particularidades propias del sistema, las que se vinculan con la edad mínima a efectos de responsabilidad penal, esto es, con la edad del imputado al momento del hecho objeto del proceso. 


Por lo tanto, creo que por diversos motivos, la intervención del Asesor debe extenderse en los casos que el imputado cumpla 18 años de edad durante la tramitación del proceso. 



En primer término, considero que el hecho de que se encuentren regidas por el Régimen Penal Juvenil las personas que cumplen 18 años durante el transcurso amerita que sean susceptibles de gozar de la totalidad de los derechos que se encuentran estipulados en la normativa, entre los que se encuentra la intervención del Asesor Tutelar con objeto de asegurar la protección de sus derechos y garantías. 



De acuerdo al principio de competencia en razón de la persona, resultaría a mi entender lesivo del principio de igualdad -  también establecido en la ley 2.451 – que el Asesor Tutelar no pueda intervenir en los casos enunciados en este acápite. 



También es dable destacar que la falta de intervención del Asesor en los casos en los que el imputado cumple 18 años resultaría violatorio del principio de defensa, a través del cual se determina que es inviolable la defensa del imputado y el ejercicio de sus derechos, desde el inicio del proceso hasta el fin de la ejecución de la sentencia (conf. Art. 18 ley 2.451).



Por último, considero que la intervención del Asesor debe extenderse en virtud del principio establecido en el artículo 26 de la ley 2.451 que señala que todas las normas que limiten el ejercicio de los derechos de las partes deben ser interpretadas restrictivamente. 

- Intervención del Consejo de los Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes: también propongo agregar un artículo en la ley 2.451 que establezca la obligatoria intervención del Consejo de Niños, Niñas y Adolescentes en los casos regidos por esa norma, en su carácter de organismo encargado de velar por la protección integral de los derechos de los niños, niñas y adolescentes. 


Cabe recordar que el Consejo fue creado por la ley 114, la que también prescribe diferentes derechos y garantías procesales para los niños, niños y adolescentes, entre los que se destacar el principio de inocencia, de igualdad de trato, el derecho de tener un abogado, de ser escuchado, y a no ser obligado a declarar, entre otros. 


Considero, entonces, necesario que se establezca taxativamente la obligatoriedad de intervención del Consejo de Niños, Niñas y Adolescentes, máxime cuando la ley 2.303 dispone en su artículo 155 la actuación del organismo cuando una persona menor de 18 años sea imputada de la comisión de un delito. 


Propongo además que la intervención del Consejo como sujeto del proceso se extienda no sólo a los imputados, sino también a los testigos y las víctimas. 


Por último, y en razón a las mismas consideraciones que realicé en el punto anterior respecto de la actuación del Asesor General Tutelar, planteo que la intervención del Consejo se extienda en aquellos casos en los que la persona imputada cumpla los 18 años durante la tramitación del proceso. 

- Reducción de Plazos para la Acreditación de la Edad y en la Etapa de Investigación Preparatoria. Principio de Celeridad: tal como se ha señalado largamente en estos fundamentos, toda la normativa que rige esta temática señala que el procedimiento debe tener la menor duración posible, por lo que se debe propender al establecimiento de plazos cortos y a evitar las medidas dilatorias. 


Es dable mencionar que el principio de celeridad se encuentra contemplado en diversos tratados que integran el bloque de constitucionalidad federal como la ya mencionada Convención de los Derechos del Niño, y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que en su artículo 5 inciso 5) señala que “Cuando los menores puedan ser procesados, deben ser separados de los adultos y llevados ante tribunales especializados, con la mayor celeridad posible para su tratamiento”. 


De acuerdo a lo señalado, creo preciso acortar determinados plazos establecidos en la ley 2.451 teniendo en vista el principio de celeridad que debe regir en el proceso.    


En primer término, sugiero cambiar el plazo establecido para acreditar la edad del imputado en aquellos casos en que es necesario practicar una pericia a tales fines. En la actualidad, el artículo 44 determina que el funcionario del servicio público a cargo de la pericia tiene un plazo improrrogable de 6 horas una vez notificado de la resolución que lo ordena. Mi propuesta consiste en que el lapso que tiene el perito para intervenir comience a correr a partir del momento que se produce la detención, lo que propendería a una mayor observancia del principio de celeridad y evitaría que la persona imputada permanezca en prisión más tiempo que el necesario. 


En el mismo sentido, también propongo que los plazos correspondientes a la investigación preparatoria sean contados en días corridos y no en días hábiles. De esta manera, de acuerdo a mí propuesta la investigación preparatoria debe concluir en el término de 90 días corridos contados a partir de la intimación del hecho al imputado y en caso de no resultar  suficiente ese plazo, el Fiscal Penal Juvenil deberá solicitar una prórroga al Juez de 30 días corridos. En caso de flagrancia, propongo que el plazo mencionado sea de 15 días corridos, prorrogables por 15 días corridos más. 

Por todo lo expuesto, solicito a los Sres. Diputados acompañen el presente proyecto de ley. 
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Pág. 9/9 


[image: image1.jpg]o\ Legislatura Portena
(=R

N CIUDAD AUTONOMA DE BUENOS AIRES
o



